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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre quince de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-10-001-2017-00448-00

Acta Nro. 478 de septiembre 15 de 2017
Decide la Sala la impugnación presentada contra la sentencia del 4 de agosto de 2017, proferida por el Juzgado Primero de Familia loca, en la acción de tutela interpuesta por Juan Carlos García Buitrago contra el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, a la que fueron vinculados la Comisión Nacional del Servicio Civil y Sandra Milena Bonilla Cely.
ANTECEDENTES
   



En su propio nombre, Juan Carlos García Buitrago, instauró acción de tutela contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “a la igualdad, debido proceso y trabajo”.
   



Narró, en resumen, que el SENA creó una convocatoria dirigida a las personas interesadas en ocupar un empleo en la planta temporal de la entidad; dio cuenta del cronograma diseñado para el evento y del perfil del cargo para el cual optó, Profesional Grado 17 SENNOVA Risaralda, contenido en el respectivo manual de funciones; como reúne los requisitos de rigor, se postuló y presentó la prueba de conocimientos, en la que obtuvo el puntaje más alto; no obstante en la publicación pertinente, se consignó que no cumple las exigencias necesarias para el cargo; presentó reclamación, que no tuvo eco favorable a sus intereses, por cuanto se adujo que la profesión acreditada de Ingeniero Industrial no está dentro de las relacionadas por el SENA para ese evento, pues e solicitó en “Química, Ingeniería Química, Ingeniería Electrónica, Ingeniería Mecatrónica, Microbiología Industrial, Ingeniería Mecánica e Ingeniería de Sistemas”, lo que genera una arbitrariedad institucional y contraria a la regla establecida en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales. Para terminar señaló que quien ascendió al primer lugar de la lista como consecuencia de ello, afirmó en un diario local que es Ingeniera Industrial y Magister en la materia.
  



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se ordenara al SENA incluirlo, de manera inmediata, en el listado de personas que cumplieron los requisitos exigidos en la Convocatoria Pública Planta Temporal del SENA 2017-Fase III, cargo Profesional Grado 17 SENNOVA. Subsidiariamente reclamó que se incluyera la Profesión de Ingeniería Industrial en dicha convocatoria.

Previa inadmisión, con auto del 26 de julio de 2017 se dio impulso a la demanda con la citación de la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Gerencia Regional SENA Risaralda.

  
Se pronunció la Secretaria General (E) del Servicio Nacional de Aprendizaje, quien explicó los pormenores para la provisión de empleos temporales en la entidad; señaló que conforme a los parámetros establecidos en la convocatoria, era imposible que el demandante se remitiera al Manual de Funciones para validar su perfil, dado que en la misma invitación se establecieron expresamente las exigencias de los cargos a proveer; además, la normativa general establece la posibilidad legítima de que el nominador delimite o escoja dentro de las profesiones o núcleos básicos de conocimiento que señala el Manual, las que se tendrán en cuenta para un respectivo concurso, que fue lo que aconteció en el caso concreto.

Seguidamente se vinculó al asunto a Sandra Milena Bonilla Cely.
  
Sobrevino la sentencia de primer grado que declaró la improcedencia de la acción, por cuanto no se acreditó la presencia de un perjuicio irremediable  y cuenta el interesado con otro mecanismo de defensa judicial.


Su impugnación se funda en que la demanda a la que puede acudir no resulta ser un medio de resguardo idóneo ante la gran congestión judicial, ni reviste la celeridad requerida para el asunto, pues de solicitar allí medida cautelar de suspensión del acto administrativo se perjudicaría el cronograma en perjuicio de sus derechos y de los demás participantes; además el cargo sería aproximadamente por 2 años, lo que resta eficacia a ese otro medio; agregó que se ha aceptado la promoción de una acción de esta estirpe en casos como este. 
CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

Sea preciso decir que no se tornaba necesaria la vinculación de otros potenciales interesados, por cuanto se llamó a quien ocupa actualmente el cargo reseñado por el interesado, y su puntaje fue el más alto de los obtenidos en la prueba de conocimientos.
  


   
La situación planteada descansa en la vulneración que Juan Carlos García Buitrago, estima que le genera la posición de la parte accionada  al negarse a reconocer que sí cumple con los requisitos exigidos para el concurso al que acudió. 
El Juzgado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción por cuanto el actor cuenta con otro recurso de defensa judicial y no se está en presencia de un perjuicio irremediable.

No son necesarias mayores elucubraciones para dar la razón al despacho. En efecto, se tiene que en esta clase de acción, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está revestida de unas características especiales, entre ellas, la de la subsidiariedad, que se erige en causal de improcedencia cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.

  



Eso es lo que ocurre en este caso, pues en los argumentos en que se apoya el solicitante para deprecar el amparo, relacionados con la supuesta irregularidad de la posición de la parte accionada que descartó su profesión para acreditar el perfil requerido en el cargo ofertado, deja de lado que tiene expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de las entidades involucradas en la convocatoria y escogimiento de aspirantes, en el que efectivamente podrá hacer uso de medida cautelar, al margen de la crítica que esboza sobre el particular en su escrito de impugnación, que no puede servir de excusa para soslayar tal remedio.
  



Y es que reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela.  Sobre el particular, señaló la Corte Constitucional en su sentencia T-634 de 2006: 

  



La Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, es el instrumento jurídico específico que  puede utilizar  el actor para solicitar de la Jurisdicción Contencioso Administrativo la declaratoria de nulidad  del acto administrativo; esto es, para plantear su pretensión orientada a la pérdida de su eficacia jurídica por la ocurrencia de un vicio que afecta su validez (ilegalidad, incompetencia, forma irregular, etc..) y que, en consecuencia, se le restablezca en su derecho o se le  repare el daño
.

   



Ahora bien, aceptando que en determinados casos, aun cuando exista ese medio de defensa judicial, se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, y teniendo presente que la demanda de tutela la promovió como mecanismo transitorio, se debe no solo indicar, sino acreditar en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado. Mas aquí, de los hechos narrados por el peticionario no surge, en realidad, una situación que requiera ser neutralizada con medidas de carácter urgente e impostergable.

   



Tampoco se ve de qué manera se vulnera el derecho a la igualdad, porque sin acreditación se quedó que quien ocupa actualmente el cargo,  carece también del perfil que se exige para ello. Tampoco se demostró que a otros ingenieros industriales se les hubiese dado continuidad en el concurso.

 



No está por demás traer a cuento una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la que, cambiando lo que hay que cambiar, en un asunto de similar gama, revocó la adoptada por una de las Salas de Decisión Civil-Familia de esta misma Corporación que había accedido al amparo deprecado; allí precisó:

  


“El accionante aduce que la Comisión Nacional de Servicio Civil afectó sus prerrogativas constitucionales invocadas al excluirlo del concurso de méritos en el que se inscribió con el propósito de ocupar el cargo de Auxiliar Administrativo Código 407 – Grado 10 de la Gobernación de Risaralda, por no aportar en oportunidad el diploma de bachiller, no obstante haber adjuntado el acta de grado de su carrera profesional, con la cual demuestra que el bachillerato se superó. Pide ser reintegrado al proceso de selección con el fin de poder ocupar el empleo al cual se inscribió, puesto que no tiene trabajo y debe mantener a su familia.    

  


En relación con la inconformidad del peticionario, basta decir que el amparo solicitado resulta improcedente, pues como reiteradamente lo ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación, en principio las controversias en torno de la legalidad de las decisiones de la administración, deben discutirse ante la jurisdicción correspondiente, sin que sea viable pretender sustituirlos por este mecanismo extraordinario habida cuenta de su carácter subsidiario, pues si la pretensión del actor es la de invalidar las determinaciones que la entidad cuestionada emitió y en las que argumentó que la norma es taxativa al indicar que el requisito es el diploma de bachiller y no puede ser suplido por el de pregrado, este no es el escenario para debatirlas, motivo por el cual se revocará el fallo de primer grado.”

  



Así las cosas, la sentencia será confirmada en cuanto declaró la improcedencia frente al SENA y se modificará y adicionará para negarla frente a los demás vinculados, por no encontrar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos invocados.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de esta ciudad, el 4 de agosto de 2017, en la acción de tutela promovida por Juan Carlos García Buitrago contra el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, en cuanto declaró su improcedencia frente a esta entidad.

 



Se modifica y adiciona, para absolver a la Comisión Nacional de Servicio Civil y Sandra Milena Bonilla Cely. 



 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para lo de su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-343 de 2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Sentencia de tutela del 19 de septiembre de 2013. Ref. 66001-22-13-000-2013-00160-01, Magistrada Ponente Ruth Marina Diaz Rueda. 





